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5BN.º 251/2019 

6BSEÑORES: 

Excma. Sra.: 

El Pleno del Consejo 

Consultivo de Castilla-La 

Mancha, en sesión celebrada el día 

26 de junio de 2019, con asistencia 

de los señores que al margen se 

expresan, emitió el siguiente 

dictamen: 

“En virtud de comunicación de V. E. de 16 de mayo de 2019, el 

Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha ha examinado el anteproyecto de 

Ley del tercer sector social de Castilla-La Mancha.  

Resulta de los ANTECEDENTES 

Primero. Inicio y trámite de consulta pública.- Comienza el

expediente con la consulta pública previa a la redacción del texto normativo, 

llevada a cabo el 5 de febrero de 2018, de conformidad con el artículo 133.1 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas (LPAC), a través del portal web de la 

Administración autonómica, a fin de recabar la opinión de los sujetos y 

organizaciones más representativas, potencialmente afectados por la futura 

norma.  
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En el planteamiento de la consulta se exponían los antecedentes de la 

norma, la necesidad y oportunidad de su tramitación, objetivos y posibles 

soluciones alternativas, regulatorias y no regulatorias, indicando que su 

finalidad es la regulación del “marco jurídico general para el conjunto de 

entidades que integran este sector”, definiendo el tercer sector como “el 

conjunto de entidades de carácter privado surgidas de la iniciativa ciudadana 

o social, bajo diferentes modalidades que responden a criterios de 

solidaridad y de participación social con fines de interés general y ausencia 

de ánimo de lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los 

derechos civiles, así como de los derechos económicos, sociales o culturales, 

especialmente de las personas y grupos que sufren condiciones de 

vulnerabilidad o que se encuentran en riesgo de exclusión social”. 

Durante el período de consulta pública previa formularon 

aportaciones y propuestas algunas personas físicas y diversas entidades, 

organizaciones y asociaciones, tales como ONCE, CERMI Castilla-La 

Mancha, EAPN-CLM, ACESCAM, Asociación Sociocultural Grupo Cinco 

Cuenca y Cáritas Regional Castilla-La Mancha. 

Segundo. Memoria justificativa del anteproyecto de Ley.- Con 

fecha 4 de enero de 2019, la Secretaria General de Bienestar Social suscribió 

memoria para la elaboración del anteproyecto de Ley del tercer sector social 

de Castilla-La Mancha.  

En la citada memoria se hace una exposición de la conveniencia de la 

oportunidad de la propuesta, su motivación y objetivos, su contenido, análisis 

jurídico, descripción de la tramitación y análisis de impactos, señalando como 

objetivos del proyecto “definir el tercer sector social de Castilla-La Mancha, 

identificando el conjunto de entidades que lo integran, con respeto pleno a 

las disposiciones normativas específicas aplicables a cada una de ellas, y 

determinar las medidas que fomenten y fortalezcan dichas entidades en 

consideración a los fines que les son propios. [  ] Asimismo, pretende impulsar 

la cooperación y colaboración de las entidades entre sí y con el sector 

público, promoviendo su participación y aportación cualificada en el ámbito 

de la intervención social en general y, en particular, en las políticas y 

sistemas de responsabilidad pública relacionadas con dicho ámbito”.  
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A continuación hacía una identificación de las entidades del tercer 

sector social, señalando, por un lado, a las asociaciones, fundaciones, 

federaciones, así como las asociaciones que las integran, siempre que 

cumplan las prescripciones de la norma que se pretende aprobar y las 

establecidas por la normativa básica estatal en la materia; y por otro lado, a 

las organizaciones de singularidad institucional (Cáritas, Cruz Roja y ONCE), 

que se regirán por su normativa específica. 

En la memoria se relacionaba la normativa estatal, constituida por la 

Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 

Atención a las personas en situación de dependencia, y por la Ley 43/2015, 

de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social; haciendo referencia a las 

Comunidades Autónomas que han aprobado normas sobre el tercer sector 

social, entre las que se encuentran País Vasco, Islas Baleares y Extremadura. 

Seguidamente, tras hacer alusión a la ausencia de una legislación 

autonómica específica sobre la materia, se refiere a la competencia de la 

Comunidad Autónoma para afrontar la regulación, contenida en los artículos 

4.2 y 31.1.20ª de su Estatuto de Autonomía, y en cuyo ejercicio se aprobó la 

Ley 14/2010, de 16 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La 

Mancha. 

Culmina la citada memoria con el análisis del impacto que supone la 

aprobación de la norma desde diferentes puntos de vista: económico y 

presupuestario, negando impacto alguno sobre el presupuesto de gastos, 

“tanto es así que en la disposición adicional quinta del texto proyectado se 

indica que la regulación incluida en esta ley no podrá suponer incremento 

del gasto público, ni incremento de dotaciones, ni de retribuciones, ni de otros 

gastos de personal”; sobre la unidad de mercado, cumpliendo el anteproyecto 

de Ley los principios inspiradores de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de 

garantía de la unidad de mercado; negando impacto alguno sobre la 

competencia en el mercado, la simplificación administrativa y la reducción de 

cargas; por razón de género; sobre la infancia, la adolescencia y la familia; 

produciendo, en todo caso, un efecto positivo sobre las personas con 

discapacidad. 
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Tercero. Autorización de la Consejera para iniciar el 
procedimiento de elaboración de la nueva norma.- A la vista de dicha 

propuesta, con fecha 7 de enero de 2019 la Consejera de Bienestar Social 

autorizó el inicio del procedimiento de elaboración del anteproyecto de Ley 

aludido. 

Cuarto. Primer borrador de la norma.- Se incorpora al expediente 

un primer borrador de anteproyecto de Ley del tercer sector social de Castilla-

La Mancha -sin fechar- que consta de exposición de motivos, 13 artículos 

(distribuidos en cuatro capítulos), cinco disposiciones adicionales y tres 

finales. 

Quinto. Informe sobre impacto por razón de género.- El 10 de 

enero de 2019 la Secretaria General de la Consejería de Bienestar Social 

emitió informe sobre impacto de género del anteproyecto, poniendo de 

manifiesto que el texto normativo “pretende impulsar la cooperación y 

colaboración de las entidades entre sí y con el sector público, promoviendo 

su participación y aportación cualificada en el ámbito de la intervención 

social en general y, en particular, en las políticas y sistemas de 

responsabilidad pública relacionadas con dicho ámbito, sin que exista 

diferencia alguna entre hombres y mujeres en la aplicación del texto 

proyectado. […] Este anteproyecto de Ley no supone, ni en el fondo ni en la 

forma, impacto que pudiera afectar a las situaciones de discriminación por 

razón de género. [  ] De esta manera, se puede concluir que la valoración del 

impacto de género es positiva, no es discriminatoria, […]”. 

Sexto. Informe de la Secretaría General.- La Secretaria General de 

Bienestar Social, el 10 de enero de 2019 emitió informe jurídico, en el que 

tras plasmar el marco competencial y normativo en el que se desenvuelve la 

iniciativa legislativa propuesta, exponía los aspectos formales y sustantivos 

de su contenido. 

Examinaba a continuación el procedimiento a seguir en la elaboración 

de la norma, pronunciándose sobre la repercusión económica del proyecto 

normativo, señalando que “según se indica en la disposición adicional quinta 

del texto proyectado y en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo del 
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anteproyecto de Ley, (…) no conlleva gasto, por lo que no se requiere, en 

consecuencia, que se elabore una memoria económica”. 

Con posterioridad, afirmaba la preceptividad del trámite de 

información pública, del informe del Gabinete Jurídico, del dictamen de este 

órgano consultivo, y del informe del Consejo Asesor de Servicios Sociales y 

del Consejo Regional de Municipios, conforme a sus respectivas 

legislaciones. 

Concluía informando favorablemente el borrador normativo, por 

cuanto que “respeta en su integridad el ordenamiento jurídico que resulta de 

aplicación”. 

Séptimo. Informe sobre racionalización y simplificación 
administrativa y reducción de cargas.- A continuación figura el informe 

emitido el 16 de enero de 2019 por el Responsable de Calidad e Innovación 

de la Consejería de Bienestar Social, en el que se declara que el anteproyecto 

de Ley no establece normas de contenido procedimental, limitándose a sentar 

tres procedimientos que deberán ser objeto de desarrollo reglamentario 

(inscripción en el inventario de entidades del tercer sector social; la 

organización y funcionamiento de la Comisión para el Diálogo Civil con la 

Mesa del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha; y el reconocimiento a 

las entidades del tercer sector social de la condición de entidades 

colaboradoras de la Administración autonómica). Concluía informando 

favorablemente el anteproyecto de Ley, por no afectar el mismo a la 

simplificación administrativa o a la reducción de cargas. 

Octavo. Información pública.- Mediante resolución de 11 de enero 

de 2019 de la Secretaría General de Bienestar Social se dispuso la apertura de 

un período de información pública en relación con el aludido proyecto 

normativo, cuyo anuncio fue hecho público en el Diario Oficial de Castilla-

La Mancha de 15 de enero de 2019, otorgando a cuantos estuvieran 

interesados un plazo de veinte días para poder examinar el expediente y 

efectuar las alegaciones, observaciones o sugerencias que estimasen 

oportunas.  
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Consta en el expediente que la apertura de este trámite también fue 

comunicada por correo electrónico a diferentes órganos y Consejerías de la 

Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 

Figura a continuación la certificación de 14 de febrero de 2019, por 

medio de la cual la Inspectora General de Servicios de la Consejería de 

Hacienda y Administraciones Públicas constata que el 16 de enero de 2019 se 

publicó en el tablón de anuncios electrónico de la Junta de Comunidades de 

Castilla-La Mancha la apertura del trámite de información pública del 

anteproyecto de Ley, hasta el día 13 de febrero.  

Dentro del plazo concedido, presentaron alegaciones al texto el 

Coordinador de la Secretaría del Consejo de Gobierno; CAVE CLM; CERMI 

CLM; la Mesa del Tercer Sector de Castilla-La Mancha; CECAM CLM; 

CCOO y UGT; e Instituto de la Mujer. 

Asimismo, la Secretaría General del SESCAM y la Secretaría General 

de Fomento presentaron informe sin formular observación ni propuesta 

alguna.  

Noveno. Otros informes.- En el expediente figuran los siguientes 

informes al borrador del anteproyecto: 

- Informe de la Inspección General de Servicios de la Viceconsejería 

de Administración Local y Coordinación Administrativa, de 21 de enero de 

2019, efectuado por Inspector Analista de Servicios, señalando que el 

anteproyecto de Ley “no contiene normas de carácter procedimental, por lo 

que no procede emitir informe sobre la normalización y racionalización de 

procedimientos administrativos”.  

- Informe del Coordinador de Estrategia Económica de la Secretaría 

General de Economía, Empresas y Empleo, de 1 de febrero de 2019, 

efectuando observaciones generales al contenido de la norma proyectada 

(como el carácter programático de gran parte del mismo; la naturaleza 

económica de la prestación de los servicios sociales; la necesidad de 

garantizar la concurrencia competitiva en la participación de las entidades del 

tercer sector social en las políticas públicas de servicios sociales, con sujeción 
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a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público; y el 

impacto económico y presupuestario de la puesta en práctica de la norma una 

vez aprobada); así como observaciones particulares a la gran mayoría de sus 

preceptos y disposiciones adicionales, así como a la disposición final primera. 

- Informe del Consejo Asesor de Servicios Sociales de 2 de abril de 

2019. Según certificación emitida por su Secretaria, con el visto bueno de la 

Presidenta, consta que con fecha 20 de marzo de 2019 el texto legal en 

tramitación fue examinado por el Consejo Asesor de Servicios Sociales, quien 

emitió informe favorable al contenido del mismo. 

- Informe del Consejo Regional de Municipios de Castilla-La Mancha 

de 9 de mayo de 2019. Según certificación emitida por su Secretaria, con el 

visto bueno de la Presidenta, consta que con fecha 7 de mayo de 2019 el texto 

legal en tramitación fue examinado por el Consejo Regional de Municipios, 

quien emitió informe favorable al contenido del mismo. 

Décimo. Informe sobre las alegaciones.- A la vista de las 

alegaciones y propuestas formuladas, la Secretaria General de Bienestar 

Social el 5 de abril de 2019 emitió informe para dar respuesta motivada a 

aquellas, reflejando el tratamiento otorgado a las diversas sugerencias 

manifestadas (incluido al informe del Coordinador de Estrategia Económica 

de la Secretaría General de Economía, Empresas y Empleo, de 1 de febrero 

de 2019), con indicación de cuáles habían sido aceptadas y los motivos 

concretos de denegación de las restantes.  

Undécimo. Segundo borrador normativo.- Recogiendo las 

sugerencias y observaciones admitidas por la Secretaria General de Bienestar 

Social, se redactó un segundo borrador del anteproyecto de Ley, también sin 

fechar, con idéntica estructura que el anterior.  

Duodécimo. Informe del Gabinete Jurídico.- Seguidamente, se 

emitió informe por parte del Gabinete Jurídico de la Junta de Comunidades 

en relación con el texto legal proyectado, datado a 15 de abril de 2019, en el 

que, tras reflejarse el ámbito competencial concernido por la iniciativa, el 

procedimiento sustanciado para su elaboración y el propio contenido del 

anteproyecto, se efectúan varias observaciones y propuestas al mismo, 
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relativas a los artículos 6.g), 8.2.a), 8.2.h), 8.2.j), 11.g), 13.2, disposición 

adicional tercera, y disposición adicional quinta (en relación con el artículo 

9), sin que ninguna de ellas tenga carácter de esencial.  

Decimotercero. Informe sobre las observaciones formuladas por 
el Gabinete Jurídico.- En atención a lo manifestado, la Secretaria General de 

Bienestar Social emitió informe el 24 de abril de 2019, reflejando el 

tratamiento otorgado a las diferentes observaciones manifestadas por el 

Gabinete Jurídico, y en concreto, rechazando las formuladas respecto de los 

artículos 8.2.a), 11.g), 13.2, disposición adicional tercera, y disposición 

adicional quinta (en relación con el artículo 9) del anteproyecto legislativo. 

Decimocuarto. Última versión del anteproyecto.- El expediente se 

completa con el texto definitivo del anteproyecto de Ley sometido a dictamen 

-fechado el 13 de mayo de 2019-, titulado “del tercer sector social de 

Castilla-La Mancha”, que consta de Exposición de Motivos, 13 artículos  

-encuadrados en cuatro capítulos-, cinco disposiciones adicionales y tres 

disposiciones finales. 

La Exposición de Motivos se divide en tres apartados. El apartado I, 

en el que se recogen los precedentes europeos y estatales que sientan las bases 

de la regulación del tercer sector, el diálogo civil y la participación de las 

entidades sociales en los asuntos de su gobernanza. En este ámbito se hace 

alusión al Tratado Constitutivo de la Unión Europea, al Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea, a la Constitución Española, a la Ley 

39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 

Atención a las personas en situación de dependencia, y a la Ley 43/2015, de 

9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social. El apartado II de la parte 

expositiva hace referencia al marco competencial y normativo autonómico 

que ampara la iniciativa legislativa adoptada, con cita de los artículos 4.2 y 

31.1.20ª del Estatuto de Autonomía; Ley 14/2010, de 16 de diciembre, de 

Servicios Sociales de Castilla-La Mancha; Ley 7/2014, de 13 de noviembre, 

de Garantía de los Derechos de las Personas con Discapacidad en Castilla-La 

Mancha; Ley 3/2018, de 24 de mayo, de protección y apoyo garantizado para 

personas con discapacidad en Castilla-La Mancha; y Ley 5/2018, de 21 de 

diciembre, de acceso al entorno de las personas con discapacidad 

acompañadas de perros de asistencia. A continuación, se contienen los 
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objetivos, finalidades y necesidad de aprobar la norma proyectada, señalando 

al respecto que esta surge de la obligación de fortalecer el tercer sector social 

con novedosas estructuras de diálogo civil, a fin de lograr su colaboración en 

el desarrollo de las políticas públicas, tanto con la Administración autonómica 

como de las diferentes entidades entre sí. La Exposición de Motivos concluye 

(apartado III) apuntando la estructura y contenido de la norma. 

El Capítulo I, denominado “Disposiciones generales”, consta de 

cinco artículos que se ocupan, sucesivamente, del objeto, definición, ámbito 

de aplicación, ámbitos de intervención social e inventario de entidades del 

tercer sector social. 

El Capítulo II, sobre “Principios rectores, de actuación y 

obligaciones de las entidades”, está formado por los artículos 6 a 8, en los 

cuales se regulan los principios rectores de las entidades del tercer sector 

social; los principios de actuación de las mismas entidades, ya sea en 

colaboración con otras entidades del tercer sector, ya sea con el sector público; 

y las obligaciones de dichas entidades en la gestión de su propio 

funcionamiento, en las actividades sociales y en la provisión de servicios de 

interés general.  

El Capítulo III, bajo la rúbrica de “Diálogo civil y participación”, se 

compone de los artículos 9 y 10, dedicados a la regulación de un diálogo 

abierto, transparente y permanente de la Administración con las entidades del 

tercer sector. Para ello se crea la Comisión para el Diálogo Civil con la Mesa 

del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha. Asimismo se regula la 

incorporación y representación de las entidades del tercer sector en los 

órganos institucionales de participación de la Administración autonómica. 

El Capítulo IV, dedicado a la “Promoción y colaboración con el 

tercer sector social” en los artículos 11 al 13, establece la regulación relativa 

a las “Medidas de promoción del tercer sector social”, la “Estrategia de 

promoción del tercer sector social”, y la “Cooperación con el tercer sector 

social”. 

Las disposiciones adicionales se ocupan, respectivamente, del 

“Informe anual sobre la colaboración con el tercer sector social” (primera), 
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“Legislación específica aplicable a las entidades del tercer sector social” 

(segunda), “Prestación de servicios sociales por las entidades del tercer 

sector social” (tercera), “Adaptación de la Ley 14/2010, de 16 de diciembre, 

de Servicios Sociales de Castilla-La Mancha, a la Ley 17/2009, de 23 de 

noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio” 

(cuarta), y “No incremento de gasto público” (quinta). 

Las tres disposiciones finales están dedicadas a la “Modificación de 

la Ley 14/2010, de 16 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La 

Mancha” (la primera); a la “Habilitación normativa” al Consejo de Gobierno 

para el desarrollo reglamentario de la ley (la segunda); y a la “Entrada en 

vigor” de la norma al mes de su publicación en el DOCM (la tercera).  

Decimoquinto. Toma en consideración por el Consejo de 
Gobierno.- Se acredita también que el Consejo de Gobierno, en su reunión 

de 14 de mayo de 2019, acordó tomar en consideración el anteproyecto de 

Ley “del tercer sector social de Castilla-La Mancha”, así como su remisión 

a este órgano consultivo para recabar el dictamen correspondiente.  

En tal estado de tramitación V. E. dispuso la remisión del expediente 

a este Consejo Consultivo, en el que tuvo entrada con fecha 17 de mayo de 

2019. 

A la vista de dichos antecedentes, procede formular las siguientes 

CONSIDERACIONES 

I 

Carácter del dictamen.- Se somete al Consejo Consultivo el 

anteproyecto de Ley del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha, con 

invocación de lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley 11/2003, de 25 de 

septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, 
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en cuyo apartado 3 se establece que este órgano deberá ser consultado “en los 

siguientes asuntos: [   ] [...] 3.- Anteproyectos de Ley”. 

De acuerdo con dicha disposición, procede emitir el presente dictamen 

con carácter preceptivo. 

II 

Procedimiento de elaboración del anteproyecto.- El ejercicio de 

una iniciativa legislativa por parte del Gobierno de la Comunidad Autónoma 

se ha visto condicionado por la aplicabilidad temporal de las previsiones del 

Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), dictadas 

como normativa básica del Estado en uso de la competencia exclusiva 

enunciada en el artículo 149.1.18ª de la Constitución, el cual se ha visto 

profundamente afectado por la Sentencia del Tribunal Constitucional nº 

55/2018, de 24 de mayo. Especial incidencia presentaban las determinaciones 

del artículo 133 de dicho cuerpo legal, relativas a varios trámites de consulta, 

audiencia e información públicas orientados a fomentar la “participación de 

los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de normas con rango 

legal y reglamentos”, cuyo juicio de constitucionalidad ha sido abordado en 

el Fundamento Jurídico 7 de dicha Sentencia, propugnándose la 

inconstitucionalidad, la nulidad o un restringido modo de interpretación 

respecto de la mayor parte de su contenido. Ahora bien, sin perjuicio de la 

pervivencia de alguna medida aplicable a los procedimientos de elaboración 

de normas reglamentarias, en lo concerniente al desarrollo de iniciativas 

legislativas por parte de los gobiernos autonómicos, el Alto Tribunal ha 

negado tal posibilidad de regulación estatal, afirmando al respecto: “Los arts. 

129 (salvo el apartado 4, párrafos segundo y tercero, cuya impugnación ya 

hemos examinado), 130, 132 y 133 de la Ley 39/2015 se refieren al ejercicio, 

por parte de los gobiernos nacional y autonómico, tanto de la potestad 

reglamentaria como de la iniciativa legislativa. Se aplican, por tanto, a las 

iniciativas de rango legal de las Comunidades Autónomas. Invaden por ello 

las competencias que estas tienen estatutariamente atribuidas en orden a 

organizarse y regular la elaboración de sus leyes. Procede, pues, estimar el 
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recurso en este punto y declarar en consecuencia la invasión competencial 

que denuncia el Gobierno de Cataluña. [   ] Tal declaración, sin embargo, 

tampoco conlleva en este caso la nulidad de los arts. 129, 130, 132 y 133 de 

la Ley 39/2015. Según acabamos de ver, tales preceptos se refieren también 

a las iniciativas legislativas del Gobierno nacional, lo que no ha suscitado 

controversia alguna en este proceso. De modo que, para remediar la invasión 

competencial señalada, basta declarar que estos preceptos son contrarios al 

orden constitucional de competencias y que, en consecuencia, no son 

aplicables a las iniciativas legislativas de las Comunidades Autónomas (STC 

50/1999, FFJJ 7 y 8)”. 

En virtud de lo anterior, procede reiterar que, en el ámbito de esta 

Comunidad Autónoma y con carácter general, la iniciativa legislativa del 

ejecutivo se encuentra regulada en el artículo 35 de la Ley 11/2003, de 25 de 

septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, el 

cual dispone que “El Consejo de Gobierno ejerce la iniciativa legislativa 

mediante los Proyectos de Ley. Los textos que tengan tal objeto se elaboran 

y tramitan como Anteproyectos de Ley elevándose, junto con todas las 

actuaciones y antecedentes, a la consideración del Consejo de Gobierno”, 

quién asumida la iniciativa legislativa y a la vista del texto decide sobre 

ulteriores trámites y consultas y, cumplidos estos, acuerda su remisión al 

Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha. Se aprecia así que la ley 

autonómica se decantó por la opción de no definir cuáles han de ser las 

“actuaciones” y “antecedentes” previos a la referida toma en consideración, 

ni fijar los “ulteriores trámites y consultas” que sucedan a la misma, de lo 

que puede extraerse que, en cada caso, serán los que se hagan precisos y mejor 

se correspondan con el contenido de la concreta iniciativa que se promueva. 

Dicho lo anterior, aunque el examen de las actuaciones realizadas en 

el presente caso, ya descritas en los antecedentes, revela una general 

observancia de las reglas y criterios que resultan de aplicación, pudiendo 

destacarse que se ha dado adecuada satisfacción a los trámites de consulta 

previa e información pública previstos en el artículo 133 de la LPAC, y 

quedando acreditado el cumplimiento del trámite final de toma en 

consideración por parte del Consejo de Gobierno, que fue verificado el día 14 
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de mayo de 2019, acordándose solicitar el dictamen de este Consejo 

Consultivo. 

No obstante, conviene significar que, aunque el proceso de 

elaboración de la norma comenzaba con la memoria justificativa en la cual se 

analiza su parcial incidencia desde diversos aspectos concretos, atinentes a 

sus impactos presupuestario, de unidad y competencia de mercado, 

simplificación administrativa y reducción de cargas, de género, sobre la 

infancia, la adolescencia y la familia, y las personas con discapacidad, sin 

embargo, no se han incorporado informes que propiamente acometan el 

análisis de la norma desde las específicas perspectivas del impacto de 

discapacidad, infancia y familia, ámbitos que sin duda resultan afectados por 

los postulados de la iniciativa, pues se encuentran explícitamente 

comprendidos en el marco legislativo que se dictamina desde el momento en 

que la misma Exposición de Motivos del anteproyecto de Ley examinado 

declara que la actividad principal de las entidades del tercer sector está 

orientada a “la inclusión de colectivos vulnerables […] El tercer sector social 

trabaja en favor de las personas durante su ciclo vital: infancia, 

adolescencia, juventud, mayores o cuando presentan una discapacidad, y 

cuando se encuentran en situación de dependencia o padecen una 

enfermedad, así como en situaciones vulnerables, de riesgo o en situación de 

exclusión social”.  

Asimismo, son diversos los preceptos de su articulado que establecen 

como finalidad y principios de actuación del tercer sector social, la 

promoción, impulso, inclusión social, colaboración con la Administración en 

el desarrollo y puesta en marcha de políticas sociales, el reconocimiento y 

ejercicio de los derechos civiles, económicos, sociales o culturales de las 

personas y grupos que sufren condiciones de vulnerabilidad, dependencia, 

discapacidad, desprotección o se encuentran en riesgo o en situación de 

exclusión social (artículo 2.1; 4.1; 7.e); 11.d); 11.e)).  

Por ende, resultando afectados los colectivos de las personas con 

discapacidad, infancia y familia, debieron incorporarse al expediente los 

preceptivos informes que proclaman sus respectivas normas reguladoras, a 

saber: 
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- Respecto del impacto de discapacidad, el artículo 6 de la Ley 7/2014, 

de 13 de noviembre, de Garantía de los Derechos de las Personas con 

Discapacidad en Castilla-La Mancha, titulado “Informe de impacto de 

discapacidad”, establece que “Todos los anteproyectos de ley, disposiciones 

de carácter general y planes que se sometan a la aprobación del Consejo de 

Gobierno de Castilla-La Mancha y afecten a las personas con discapacidad, 

deberán incorporar un informe sobre impacto por razón de discapacidad que 

analice los posibles efectos negativos y positivos sobre las personas con 

discapacidad y establezca medidas que desarrollen el derecho de igualdad 

de trato”. 

- Respecto de las familias, el Decreto 49/2019, de 21 de mayo, por el 

que se crea y regula el Consejo Regional de Infancia y Familia de Castilla-La 

Mancha, en vigor desde el 25 de mayo de 2019, establece en su artículo 5.a) 

que corresponden al Consejo, entre otras, las funciones de “conocer e 

informar con carácter preceptivo, no vinculante, los proyectos normativos 

con rango de ley, decreto u otras disposiciones de carácter general, así como 

los planes que se dicten en materias relacionadas con la familia”. Ahora bien, 

ello plantea dos problemas: 1) el Consejo Regional de Infancia y Familia, 

conforme a la disposición adicional única de su Decreto regulador, no se 

constituirá formalmente hasta transcurridos seis meses de la entrada en vigor 

de la norma (esto es, hasta el 25 de noviembre de 2019); y 2) su predecesor, 

el Consejo Asesor de la Familia de Castilla-La Mancha, creado por Decreto 

13/2015, de 18 de marzo, con funciones de emisión de “informes preceptivos 

y no vinculantes sobre aquellos proyectos normativos de la Administración 

autonómica que, por su incidencia sobre las familias, sean sometidos a su 

consideración” (artículo 5.c) del Decreto 13/2015, de 18 de marzo), 

desaparece del mundo jurídico por haber sido derogado su decreto regulador 

mediante la disposición derogatoria única del Decreto 49/2019, de 21 de 

mayo. Ambas circunstancias determinan que a la fecha de emisión del 

presente dictamen, no existe en el ordenamiento jurídico autonómico un 

órgano que emita un informe que por disposición reglamentaria es preceptivo 

en materias relacionadas con la familia. Ahora bien, por razón de la fecha de 

entrada en vigor del Decreto 49/2019, de 21 de mayo, el informe de impacto 

sobre la familia debió emitirse por el Consejo Asesor de la Familia, en 

cumplimiento del mandato contenido en el artículo 5.c) de su norma 
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reguladora, pues continuaba vigente y con plena validez en el mundo jurídico 

durante todo el período temporal que abarcó la sustanciación del 

procedimiento de elaboración del anteproyecto de Ley hoy analizado. 

- En cuanto a la infancia, bien es cierto que la Ley 5/2014, de 9 de 

octubre, de Protección Social y Jurídica de la Infancia y la Adolescencia de 

Castilla-La Mancha, por la que se crea la Comisión Regional de Protección 

Jurídica del Menor, no impone el carácter preceptivo, sino facultativo, de los 

informes sobre las leyes y decretos que se pretendan aprobar en materia de 

menores. No obstante, hubiera sido aconsejable la emisión de un informe 

específico que ponderara la diversidad de factores y cuestiones relacionables 

con el estudio de impacto sobre los menores (infancia, adolescencia y 

juventud).  

Un comentario aparte merece, por su complejidad y relevancia, el 

modo en que se ha dado cumplimiento a la obligación establecida con carácter 

básico en el artículo 129.7 de la LPAC, que dispone: “Cuando la iniciativa 

normativa afecte a los gastos o ingresos públicos presentes o futuros, se 

deberán cuantificar y valorar sus repercusiones y efectos, y supeditarse al 

cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 

financiera”. 

En parecidos términos, la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 

Estabilidad Presupuestaria, dispone en su artículo 7, apartado 3, que “Las 

disposiciones legales y reglamentarias, en su fase de elaboración y 

aprobación, los actos administrativos, los contratos y los convenios de 

colaboración, así como cualquier otra actuación de los sujetos incluidos en 

el ámbito de aplicación de esta Ley que afecten a los gastos o ingresos 

públicos presentes o futuros, deberán valorar sus repercusiones y efectos, y 

supeditarse de forma estricta al cumplimiento de las exigencias de los 

principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera”. 

En el ámbito autonómico también figura esta exigencia, pues el 

artículo 23 de la Ley 7/2017, de 21 de diciembre, de Presupuestos Generales 

de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para 2018 (prorrogados 

mediante Decreto 95/2018, de 18 de diciembre), exige que “Todo proyecto 

de disposición de carácter general, así como los convenios, planes, 



16 

programas, y acuerdos en los que participen los sujetos contemplados en el 

artículo 1, apartados b), c) y d), que impliquen gastos o minoración de 

ingresos en ejercicios presupuestarios futuros, requerirán con carácter 

previo el informe favorable de la dirección general competente en materia de 

presupuestos, independientemente de que dichos gastos hayan sido 

debidamente anotados en el sistema de información económico- financiera 

Tarea”. 

En la disposición adicional quinta del anteproyecto de Ley se 

establece que “la regulación incluida en esta ley no podrá suponer 

incremento del gasto público, ni incremento de dotaciones, ni de 

retribuciones, ni de otros gastos de personal”. Ahora bien, siendo el objetivo 

principal del borrador normativo el fomento, difusión, promoción e impulso 

de las entidades que integran el tercer sector social, el contenido de aquella 

disposición adicional pudiera resultar contradictorio con dicho objetivo, 

poniendo en peligro la continuidad y la propia finalidad de la ley, toda vez 

que habitualmente la promoción requiere de un respaldo económico, siendo 

que la limitación financiera que impone el texto normativo podría dificultar o 

restringir a futuro las acciones que puedan ponerse en marcha en el seno de la 

intervención social y la estrategia de promoción del tercer sector social 

previstas en su articulado. 

En idéntico contexto, no alcanza a entender este órgano consultivo 

cómo llevar a cabo actuaciones de investigación e innovación (artículo 4.2.b) 

sin contar con la necesaria financiación.  

Todas estas cuestiones habrían merecido, cuando menos, una 

explicación motivada en el expediente de elaboración de la norma, bien en la 

memoria justificativa, bien en el informe de la Secretaría General promotora 

de la iniciativa. 

En estas circunstancias, procede recordar lo que este Consejo viene 

señalando respecto al alcance relativo de las carencias producidas en los 

procedimientos de elaboración de normas de rango legal, insistiendo en que, 

una vez que el Consejo de Gobierno ha tomado en consideración el texto 

redactado, con “apreciación de qué antecedentes o trámites concretos son 

precisos para la elaboración de una disposición de este rango, […] [es a] las 
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Cortes Regionales, en última instancia, a quienes corresponde apreciar la 

suficiencia o carencia de los mismos” -dictámenes 258/2016, de 19 de julio; 

281/2017, de 31 de julio; o 58/2018, de 14 de febrero, entre otros muchos-. 

Por último, procede señalar que el expediente dispone de un índice 

numerado de los documentos que lo conforman, encontrándose 

cronológicamente ordenado y enteramente foliado, todo lo cual ha facilitado 

su examen y toma de conocimiento. 

III 

Marco competencial y normativo en que se inserta el anteproyecto 
de Ley.- Previamente al examen del texto legal proyectado y sometido a 

dictamen, conviene identificar los principales elementos del marco normativo 

en el que se desenvuelve la competencia que faculta a la Junta de 

Comunidades para acometer la regulación objeto del mismo. A ese fin, cabe 

recordar que el contenido de la norma legal ahora proyectada constituye una 

manifestación del ejercicio de la competencia autonómica exclusiva 

contemplada en el artículo 31.1.20ª del Estatuto de Autonomía de Castilla-La 

Mancha, relativa a “Asistencia social y servicios sociales. Promoción y ayuda 

a menores, jóvenes, tercera edad, emigrantes, minusválidos y demás grupos 

sociales necesitados de especial atención, incluida la creación de centros de 

protección, reinserción y rehabilitación”, que es preciso relacionar con otras 

competencias ejercidas por las restantes Administraciones públicas del 

Estado. 

Respecto al marco constitucional y dada la materia que pretende ser 

objeto de regulación -el tercer sector social- debemos partir de la concepción 

de nuestro país como un “Estado social y democrático de derecho que 

propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, 

la justicia, la igualdad y el pluralismo político”, según expresa el artículo 1 

de la Constitución, y que encuentra su reflejo en el mandato que el mismo 

texto constitucional impone a los poderes públicos de llevar a cabo 

determinadas obligaciones, en concreto las previstas en el artículo 9.2, esto 

es, “Promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del 
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individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover 

los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación 

de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”. 

La referencia constitucional a los poderes públicos contenida en dicho 

precepto es genérica, debiendo entenderse que el mandato de llevar a cabo 

todas las acciones que sean precisas para alcanzar tales objetivos concierne a 

todos los ámbitos y niveles de gobierno, si bien deberán hacerlo, como es 

lógico, de acuerdo con el sistema de competencias que tienen atribuidas 

constitucional y estatutariamente.  

En desarrollo de esa misión, y con especial vinculación al ejercicio de 

la competencia estatal exclusiva contemplada en el artículo 149.1.1ª de la 

Constitución, sobre “regulación de las condiciones básicas que garanticen la 

igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos”, el Estado 

ha aprobado normas de rango legal, unas, directamente relacionadas con la 

materia sectorial objeto de análisis (servicios sociales) y, otras, con la 

naturaleza jurídica de las entidades integrantes del tercer sector social.  

En este contexto deben citarse, pues, la Ley 39/2006, de 14 de 

diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 

en situación de dependencia, en cuyo artículo 2.8 se definió el tercer sector, 

entendido como “organizaciones de carácter privado surgidas de la 

iniciativa ciudadana o social, bajo diferentes modalidades que responden a 

criterios de solidaridad, con fines de interés general y ausencia de ánimo de 

lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los derechos 

sociales”.  

Más recientemente, se aprobó la Ley 43/2015, de 9 de octubre, del 

Tercer Sector de Acción Social, en la que se regulan las entidades del tercer 

sector de acción social y se definen las medidas de fomento que los poderes 

públicos podrán adoptar en su beneficio.  

Pero, además de la asistencia social, también se ejercen en el dictado 

de la norma examinada otras competencias vinculadas a las entidades que 

integran el tercer sector social. Por ello, como personas jurídicas que son y 

atendiendo a la naturaleza, personalidad jurídica y tipo de actividad que 



19 

desarrollan, entran también en juego otras normas tangenciales como la Ley 

Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación; la 

Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones; la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público; y la Ley 17/2009, de 23 de 

noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio 

(Ley Paraguas), en cuanto excluye expresamente (artículo 2.2.j) de su ámbito 

de aplicación los servicios sociales relativos a la vivienda social, la atención 

a la infancia y el apoyo a familias y personas temporal o permanentemente 

necesitadas, provistos directamente por las Administraciones Públicas o por 

prestadores privados mediante acuerdo, concierto, o convenido con la 

Administración. 

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, 

nuestro Estatuto de Autonomía en su artículo 4.2, en sintonía con el precepto 

constitucional citado anteriormente (artículo 9.2), resalta como obligaciones 

de los poderes públicos de la región “Promover las condiciones para que la 

libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 

reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud 

y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 

económica, cultural y social de la región”. 

En ejercicio de sus competencias, la Junta de Comunidades aprobó la 

Ley 14/2010, de 16 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La 

Mancha, que articula la participación de la sociedad civil en el 

funcionamiento del sistema público de servicios sociales a través del 

“Consejo Asesor de Servicios Sociales y de otros órganos de participación 

para un ámbito de actuación inferior al regional” (artículo 68); y reconoce a 

las entidades privadas de iniciativa social (artículo 28.3.a): “[…] las 

fundaciones, asociaciones, entidades de voluntariado y otras entidades e 

instituciones sin ánimo de lucro”) como participantes del sistema público de 

servicios sociales, en cuanto titulares de prestaciones y equipamientos 

integrantes del mismo (artículo 4.1). 

Dentro del ámbito normativo regional cabe también hacer mención a 

la Ley 7/2014, de 13 de noviembre, de Garantía de los Derechos de las 

Personas con Discapacidad en Castilla-La Mancha; y a las más recientes, Ley 

3/2018, de 24 de mayo, de protección y apoyo garantizado para personas con 
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discapacidad en Castilla-La Mancha, y Ley 5/2018, de 21 de diciembre, de 

acceso al entorno de las personas con discapacidad acompañadas de perros de 

asistencia, como reflejo de la participación y colaboración del tercer sector 

con la Administración para el desarrollo de políticas públicas, a través de 

iniciativas legislativas. 

Son pocas las leyes autonómicas que, a la fecha de emisión de este 

dictamen, han sido aprobadas para regular el tercer sector social. Así, Ley 

6/2016, de 12 de mayo, del Tercer Sector Social de Euskadi; Ley 3/2018, de 

29 de mayo, del Tercer Sector de Acción Social de Islas Baleares; y Ley 

10/2018, de 22 de noviembre, del Tercer Sector Social de Extremadura.  

IV 

Examen del texto proyectado.- Procede, finalmente, pasar al estudio 

del texto legal proyectado, que suscita la formulación de algunas 

observaciones desprovistas de carácter esencial, atinentes a cuestiones de 

orden conceptual, de técnica y sistemática normativa o simples extremos de 

redacción, cuya atención redundaría en beneficio de la calidad técnica de la 

norma. 

Observaciones generales.- 

De manera previa al análisis particular de su articulado, hay que 

evidenciar que el contenido del anteproyecto sometido a dictamen viene a ser 

una combinación de la Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de 

Acción Social estatal, y de la Ley 6/2016, de 12 de mayo, del Tercer Sector 

Social de Euskadi, lo cual ha desembocado en el recurso a párrafos demasiado 

extensos y confusos, y en el uso de figuras o conceptos que no aparecen 

previamente definidos en la propia disposición normativa. Por ello, debemos 

hacernos eco de las observaciones generales que, respecto de ambas 

cuestiones, se formularon por los respectivos órganos consultivos. Así, el 

Consejo Económico y Social, en dictamen de 25 de febrero de 2015, puso de 

manifiesto que “el texto resulta en algunos aspectos demasiado generalista y 

programático, pudiendo generar incluso inseguridad jurídica, en ocasiones, 

al no definir con suficiente claridad conceptos utilizados en la Ley como el 
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de interés general. En cambio, en otros, se excede en el detalle, como ocurre 

con la definición de los principios rectores […] En opinión del CES, se ha 

desaprovechado una oportunidad para delimitar y dar un marco normativo 

más preciso a la actividad de estas entidades que forman parte del Tercer 

Sector de Acción Social. Asimismo, se observa una excesiva remisión a una 

futura regulación reglamentaria”. 

Por su parte, la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi dictaminó 

(dictamen 6/2015) lo siguiente: “Al proceder al examen del contenido del 

anteproyecto se advierte, en primer lugar, que -como se ha puesto de 

manifiesto también a lo largo de su tramitación- se ha empleado una técnica 

en su confección que la Comisión estima inadecuada -con una redacción y 

sistemática más propia de un programa, plan o estrategia que de una 

disposición normativa-, al tiempo que abundan párrafos excesivamente 

largos y confusos, en los que se vierten mensajes en ocasiones reiterados, con 

el uso de figuras, categorías o conceptos que no han sido previamente 

definidos o delimitados, lo que no facilita su comprensión ni, en 

consecuencia, su análisis”.  

Este Consejo Consultivo coincide con los criterios expuestos. 

Tanto la definición del concepto “tercer sector social” como la de sus 

principios rectores y de actuación, finalidad y obligaciones, son tan genéricas 

y ambiguas que dificultan llegar al conocimiento del ámbito al que se 

circunscriben los postulados de la futura ley, obtener una idea diáfana de lo 

que es, cómo actúa y para qué fines, y cuáles son los mecanismos concretos 

en que se materializará la colaboración con la Administración. 

Lo anterior aconsejaría precisar con mayor claridad el objeto, ámbito 

de aplicación de la norma y de actuación de las entidades del tercer sector. 

A ello debe añadirse que encontramos en el cuerpo de nuestro 

borrador normativo una serie de términos, figuras o conceptos cuyo 

significado no ha sido previamente aclarado en el artículo 2 sobre 

“Definición”. Tal es el caso de los siguientes: 
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- Iniciativa social: En el artículo 7.a) se impone el principio de 

cooperación entre el sector público y la iniciativa social. El artículo 28.3.a) de 

la Ley 14/2010, 16 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La 

Mancha, establece que “Las entidades de iniciativa privada de servicios 

sociales podrán ser de iniciativa social y de iniciativa mercantil: [  ] a) Son 

entidades de iniciativa social, las fundaciones, asociaciones, entidades de 

voluntariado y otras entidades e instituciones sin ánimo de lucro”. A la vista 

de tal definición, las entidades del tercer sector pueden entenderse 

comprendidas en la iniciativa social, de manera que a fin de no generar 

confusión en cuanto al ámbito de cooperación exigido y dado que el 

enunciado del precepto ya advierte que son las entidades del tercer sector 

social las que deberán responder del cumplimiento de los principios de 

actuación que en él se imponen, convendría suprimir la alusión al “sector 

público y a la iniciativa social” en la presentación del principio, manteniendo 

únicamente la identificación del mismo, esto es, “Cooperación”, como 

sucede en los demás principios establecidos en el precepto, más aun cuando a 

posteriori se explica en qué consiste esa cooperación. 

- Redes del tercer sector social: los artículos 12 y 13 del anteproyecto 

aluden a las redes del tercer sector social como una categoría más de entes 

conformadores del sector objeto de regulación normativa. La incorporación 

del concepto en la norma estudiada es consecuencia de la utilización de buena 

parte de los preceptos de la ley que en la misma materia fue aprobada en 

Euskadi. Sin embargo, en la ley vasca su artículo 2.2 define el concepto de 

“redes del tercer sector social”, a diferencia del borrador normativo 

examinado. Se aconseja ponderar tal circunstancia en relación con la efectiva 

existencia en el contexto de los servicios sociales de nuestra región de 

entidades similares a aquellas redes del tercer sector social del País Vasco, a 

fin de mantener o suprimir del texto del anteproyecto tal expresión.  

En otro orden de cosas, a lo largo del articulado del anteproyecto de 

Ley, en numerosas ocasiones, para referirse a los usuarios finales del tercer 

sector social, se utilizan las siguientes expresiones: “personas, familias, 

grupos, colectivos o comunidades” (artículo 4.1); “personas, familias, 

colectivos o comunidades” (artículo 7.e); “personas, infancia, familias y 

colectivos” (artículo 9.6). 
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Aunque puede entenderse que la utilización de múltiples conceptos en 

una sola oración tiene por finalidad no excluir a ningún estrato de la sociedad 

necesitado de la intervención social, atendiendo a las reglas establecidas en 

las Directrices de Técnica Normativa del Estado, aprobadas por Acuerdo del 

Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, apartado IV.101, se recomienda 

utilizar un lenguaje claro y preciso, “y evitar todo aquello que, sin aportar 

precisiones de contenido, complique o recargue innecesariamente la 

redacción de la norma; emparejamiento de sinónimos léxicos o sintácticos 

[…]”, de forma que las expresiones empleadas se simplifiquen en términos 

similares a los utilizados en el artículo 11.d): “personas y grupos”.  

Observaciones particulares.- 

Parte expositiva.- 

A fin de sentar el marco competencial en el que se desarrolla la 

iniciativa legislativa, el párrafo segundo de la Exposición de Motivos cita la 

“Constitución española” [sic], en cuanto atribuye a los poderes públicos las 

facultades para lograr una sociedad democrática avanzada. Dado que en este 

párrafo se hace una transcripción del artículo 9.2 de la Constitución Española, 

conviene especificar el concreto precepto al que se está haciendo alusión y 

entrecomillar y transcribir fielmente el texto íntegro aludido.  

En coherencia con las anteriores observaciones generales, sería 

deseable incorporar a la citada Exposición una presentación más clara y 

ordenada del concepto de tercer sector social objeto de regulación mediante 

la norma proyectada, su objeto, finalidad y principales ámbitos de actuación. 

Respecto de las citas normativas contenidas en el texto de la 

Exposición de Motivos, resulta de aplicación el apartado I.k) 80 de las 

Directrices de Técnica Normativa aprobadas por Acuerdo del Consejo de 

Ministros de 22 de julio de 2005, referido a la primera cita y citas posteriores 

de normas, “La primera cita, tanto en la parte expositiva como en la parte 

dispositiva, deberá realizarse completa y podrá abreviarse en las demás 

ocasiones señalando únicamente tipo, número y año, en su caso, y fecha”. 

Esta directriz debería aplicarse a las citas que de la Ley 14/2010, de 16 de 
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diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La Mancha, se efectúan en la 

parte expositiva de la norma proyectada.  

Artículo 8. Obligaciones de las entidades del tercer sector social.-  

El artículo 8 recoge las obligaciones de las entidades del tercer sector 

social en su propia actuación y en su actividad de cooperación con la 

Administración, relacionando estas últimas en el apartado 2, cuya letra b) 
impone la obligación, entre otras, de “acreditar el diseño e implantación 

efectiva del plan de igualdad previsto en la normativa vigente”. Como quiera 

que la normativa vigente a la que se refiere el precepto es el Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET), cuyo artículo 85.2 

impone a las empresas de más de 250 trabajadores la negociación del plan de 

igualdad, se estima conveniente adicionar a la literalidad de la norma 

propuesta la expresión “en su caso” a continuación de “acreditar”, de 

manera que sólo se exija el cumplimiento de la obligación contemplada en los 

supuestos previstos por la norma estatal básica.  

Artículo 11. Medidas de promoción del tercer sector social.-  

El artículo 11 bajo la rúbrica “Medidas de promoción del tercer sector 

social”, establece que “Las Administraciones públicas de la región, en el 

ámbito de sus respectivas competencias y en el marco de la normativa básica 

que sea de aplicación, tendrán como objetivos de sus políticas públicas de 

promoción del tercer sector social, entre otros, los siguientes […]”.  

Es decir, el precepto relaciona los objetivos de las políticas públicas 

de promoción del tercer sector social a lograr por las Administraciones 

Públicas, sin imponer medidas concretas a adoptar por la Administración para 

el logro de los fines y objetivos del tercer sector social, lo cual se aparta del 

título del precepto. Esta forma de llevar a cabo la redacción del artículo que 

analizamos es contraria al criterio establecido por la Directriz de Técnica 

Normativa I.f).28, de las aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros de 

22 de julio de 2005 (“Los artículos deberán llevar un título que indique el 

contenido o la materia a la que se refieren”), lo que motiva la conveniencia 

de adecuar título y contenido, de manera que exista coherencia entre ambos.  
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El precepto presenta un contenido generalista, esencialmente 

programático, dirigido a las Administraciones Públicas de la región como 

compendio de objetivos a conseguir en sus políticas públicas de promoción 

del tercer sector social, pero sin exigir la puesta en práctica de actuaciones 

específicas para su consecución. Ello supone que la eficacia de aquellos 

objetivos requerirá un desarrollo normativo posterior o que se dicten 

ulteriores actos de aplicación, que hagan factible el cumplimiento efectivo del 

artículo examinado. De este modo adquiriría fuerza normativa. 

Extremos de redacción.- Finalmente, se recomienda efectuar un 

repaso general del texto sometido a dictamen, a fin de subsanar algunas 

incorrecciones de estilo, gramaticales, tipográficas o erratas, como las que, 

sin ánimo exhaustivo y a modo de ejemplo, se señalan seguidamente: 

1.- En el segundo párrafo de la parte expositiva conviene realizar 

correcciones en las iniciales minúsculas, y escribir con inicial mayúscula 

“Constitución Española”, en aplicación de la norma V.a).1º de las Directrices 

de Técnica Normativa aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 

de julio de 2005. 

2.- El artículo 8.2, en su párrafo primero, incorpora dos veces 

consecutivas el adverbio “también”. A fin de no incurrir en reiteración, se 

aconseja sustituir el segundo de ellos por otro adverbio similar (además, 

asimismo, igualmente…). 

3.- Por lo demás, se aconseja hacer una lectura más detenida a los 

efectos de revisar los signos de puntuación utilizados a lo largo de todo el 

texto, tanto en su parte expositiva, como en la dispositiva. A título de ejemplo, 

se advierte la ausencia de “,” en el artículo 11.e) después de “[…] y a las 

personas mayores)” y en la disposición adicional cuarta tras “Castilla-La 

Mancha”. 
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En mérito de lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla-La 

Mancha es de dictamen: 

Que tenidas en cuenta las observaciones contenidas en el presente 

dictamen, puede V. E. elevar al Consejo de Gobierno, para su aprobación 

como proyecto de Ley, el anteproyecto de Ley del tercer sector social de 

Castilla-La Mancha, sin que se señale como esencial ninguna de ellas.” 

V. E., no obstante, resolverá lo que estime más acertado. 

Toledo, 26 de junio de 2019 
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